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Pese a la validez de las críticas que 
vienen recibiendo, tanto por lo que se 
refiere a su soporte teórico como a los 
resultados de su aplicación, es preciso 
reconocer que el establecimiento legal 
de los estándares urbanísticos como ins- 
trumento de ordenación y control del 
espacio urbano, ha constituido un avance 
social importante y una aportación nota- 
ble a la práctica de la planificación ur- 
banística. 

En una consideración histórica muy 
primordial, su utilidad radica en el reco- 
nocimiento jurídico de los derechos de 
la colectividad sobre los intereses priva- 
dos, por lo que respecta a la ocupación 
y utilización del espacio en un sistema 
de planificación y gestión netamente 
orientado a la defensa de los intereses 
del capital inmobiliario. 

Desde un punto de vista social es in- 
dudable que los estándares han operado 
un cierto efecto distributivo al establecer 
unas normas mínimas para todo el terri- 
torio que, si no corrigen, por lo menos 
suavizan los desequilibrios internos inhe- 
rentes al desarrollo urbano. 

En realidad, la definición de estánda- 
res mínimos de reserva de suelo para las 
dotaciones comunitarias constituye, aún 
hoy día, el único soporte que ofrece el 
ordenamiento jurídico vigente para exigir 
y obtener unos niveles de servicios colec- 
tivos que garanticen unas condiciones 
ambientales y residenciales aceptables a 
la comunidad. 

Destacábamos antes la validez de la ma- 
yor parte de las críticas que se han hecho 
al tema de los estándares. No cabe duda, 
por ejemplo, que los estándares urbanís- 
ticos representan una respuesta más que 
insuficiente al reconocimiento por parte 
del Estado de determinadas necesidades 
de consumo, tanto individuales como co- 
lectivas. 

La pretensión racionalista de definir 
estándares urbanísticos fijos, homogéneos 
y generalizables en base a una supuesta 
tipificación universal de las necesidades, 
es en gran medida responsable de una 
fuerte crítica dentro de la cultura urba- 
nística hacia el concepto de estándares, 
considerándolo bien como el producto 
de un idealismo paternalista típicamente 
burgués, bien como un instrumento, su- 

mamente útil al Estado, para mediatizar 
y neutralizar las necesidades y deseos 
de los distintos grupos sociales. Hay que 
reconocer que, aún cuando hoy día los 
presupuestos del funcionalismo se en- 
cuentren teóricamente superados y se 
admita el carácter histórico y socialmente 
contingente de las necesidades, su diver- 
sidad interclase y su fuerte dependencia 
de la variedad de modos de organiza- 
ción social, la respuesta que en la prác- 
tica urbanística vienen recibiendo las 
necesidades individuales y colectivas, a 
través de la provisión de equipamiento y 
servicios. continúa basándose en paráme- 
tros estandarizados y únicos para todo 
el territorio, cuyo valor numérico sigue 
siendo fijado por los técnicos indepen- 
dientemente y por encima de la variedad 
de reivindicaciones y exigencias sociales. 

La otra gran corriente crítica sobre 
los estándares se refiere no tanto a su 
soporte conceptual como a su «práctica», 
en otras palabras a su utilización y efi- 
cacia como instrumento de planeamiento 
y control del crecimiento urbano y como 
método de garantizar a la comunidad 
unos mínimos niveles de bienestar. Den- 
tro de esta línea se inscribe la obra que 
aquí comentamos. 

El libro de Luigi Falco Los estándares 
urbanísticos representa u n excelente 
ejemplo de análisis y evaluación de los 
estándares, de sus límites y posibilidades, 
en la trayectoria que va desde su implan- 
tación como norma de planeamiento a 
su posterior aplicación y desarrollo a 
partir de la práctica técnica y política 
por los entes regionales y locales. La 
obra se circunscribe al caso italiano. 

Partiendo de un análisis muy clarifi- 
cador de los precedentes históricos, tanto 
por lo que se refiere a la normativa 
preexistente como a las razones ideoló- 
gicas y técnicas qeu inspiraban la prác- 
tica profesional desde la posguerra hasta 
finales de los sesenta, el esfuerzo se cen- 
tra en una valoración crítica de la apli- 
cación de los «estándares urbanísticos 
mínimos*, introducidos por primera vez 
en Italia mediante el Decreto ministerial 
número 1444 del 2 de abril de 1968. 

Como señala su propio autor, el signi- 
ficado progresista de este Decreto «surge, 
no tanto de las formas y modos de la 
definición de la cantidad de áreas consi- 
deradas necesarias para los servicios, co- 
mo del r e f l e j ~  que aquél ha tenido sobre 
una gestión de1 desarrollo territorial, en- 
raizada a lo largo de veinte años y pre- 
valentemente caracterizada por la preo- 
cupación de imponer el menor número 
de obstáculos a la expansión del modelo 

«espontáneo» y la  apropiación privada 
del suelo urbano* (p. 201). 

El D.M. 1444 viene a concretar y acla- 
ra algunas de las determinaciones rela- 
tivas al tema de los estándares conte- 
nidas en la Ley 765 del 6 de agosto de 
1967, conocida como la «Ley Puente* 
por su carácter transitivo entre la vieja 
Ley urbanística de 1942 y el proyecto de 
elaboración de una ley realmente reno- 
vadora, capaz de afrontar en profundi- 
dad los grandes problemas del desarrollo 
urbano y territorial italiano. 

Como señala Falco. tanto la «Ley Puen- 
te» como el D.M. 1444 surgen en un 
momento de fuertes tensiones sociales, 
que en el plano urbanístico se manifies- 
tan en una toma de conciencia por parte 
de la opinión pública frente a la inefi- 
cacia de la gestión territorial y la con- 
vivencia de intereses entre poder econó- 
mico y autoridades locales, puesta en evi- 
dencia, por ejemplo, a raíz de una serie 
de escándalos urbanísticos que culmina 
con el tráplico derrumbamiento de la par- 
te moderna de la ciudad de Agrigento. 

A los factores de índole política y 
económica que determinan la gravedad 
del problema de la vivienda (*), al cre- 
cimiento desproporcionado de los gran- 
des centros urbanos y al empuje irresis- 
tible de los intereses inmobiliarios, se 
une la pasividad de unas administracio- 
nes locales, ya despreocupadas, ya inca- 
paces de hacer frente a los agentes y 
factores responsables de tal situación. 
La inconcreción y ambigüedad de la 
legislación urbanística vigente facilitan 
esta situación. 

La «Ley Puente» de agosto de 1967 
aparece así como un conjunto de medi- 
das transitorias y parciales, pero insosla- 
yables, dirigidas a corregir con carácter 
urgente el descontrol de la problemática 
urbana por parte de las administraciones 
territoriales. De hecho, la «Ley Puente» 
se venía posponiendo desde hacía algu- 
nos años, con la excusa de que contri- 
buiría a agravar la crisis por la que pa- 
saba el sector de la construcción en Italia 
en torno al período 1964-66 (**). 

Uno de los aspectos más relevantes de 
esta Ley, la introducción de estándares 
urbanísticos, no adquiere su plenitud 

(*) Ver, por ejemplo, Bruno Rascari. *La 
Renta inmobiliaria en Italian. en F. Indovina. 
El Despilfarro inmobiliario, Ed. Gustavo 
Gili, S. A.. 1977. 

(**) Para una critica de la *.Ley Puente* 
en relación a la crisis italiana de los sesenta, 
ver Alessandro Tutino, .Las leyes de reforma 
en materia de vivienda y sus contradicciones~. 
en F. Indovina, op. cit. 



hasta la publicación del D.M. 1444, don- 
de se cuantifican y establecen finalmen- 
te, de acuerdo con el mismo título del 
Decreto, «límites inderogables de densi- 
dad edilicia, de altura, de distancia entre 
edificios y relaciones máximas entre espa- 
cios dedicados a los asentamientos resi- 
denciales y productivos y espacios pú- 
blicos reservados a actividades colectivas, 
a espacios verdes públicos y a parques, 
que deben ser observados cara a la for- 
mación de nuevos instrumentos urbanís- 
ticos o a la revisión de aquéllos exis- 
tentes». 

Los estándares urbanísticos, así esta- 
blecidos, afectan tanto a los planes gene- 
rales como a los distintos tipos de planes 
parciales y especiales. 

En resumen, el contenido del D.M. 
1444 se compone de tres partes: 1) tipi- 
ficación de las áreas territoriales homogé- 
neas a las cuales deberán referirse res- 
pectivamente los puntos 2 y 3; 2) estable- 
cimiento de las relaciones máximas entre 
espacios destinados a actividades resi- 
denciales y productivas y espacios dedi- 
cados a los servicios; 3) establecimiento 
de los límites y obligaciones físicas im- 
puestas a las edificaciones. 

En el capítulo IV de la obra de Falco 
se eniuicia y se evalúa con detalle el 
contenido de las dos primeras partes del 
Decreto. 

Por lo que se refiere a la definición 
de los siete tipos de zonas homogéneas 
que establece la Ley, la principal crítica 
se refiere al carácter esquemático y es- 
tructuralmente poco riguroso de los cri- 
terios utilizados. De ello se deriva una 
taxonomía estática y poco flexible, inca- 
paz de recoger la yariedad de situaciones 
realqs. En su opinión, una forma de co- 
rregir esta definición abstracta e irreal 
de las zonas homogéneas sería el recono- 
cer a las regiones la capacidad legal de 
definir sus propias zonas y una mayor 
participación de las administraciones 
locales  de los ciudadanos, a travzs de 
sus organizaciones de base, en la indivi- 
dualización de las mismas, en función de 
su conocimiento más próximo d e  la rea- 
lidad. 

Por otra parte, la definición de zonas 
homogéneas debe alejarse del concepto 
tradicional de zonificación funcional pa- 
ra aproximarse más al concepto de segre- 
gación social del espacio, individualizan- 
do las zonas en base a criterios de homo- 
geneidad de clase. 

Un tratamiento de este tipo «permitiría 
ligar estrechamente el problema de la 
definición de estándares urbanísticos (y 
no sólo en término de áreas para servi- 
cios comunitarios, sino también respecto 
a niveles de prestación de estos servicios) 
a las necesidades de la población y, por 
tanto, responder a las necesidades mate- 
riales expresadas por las distintas clases 
sociales con un ~restación de servicios 
adecuadamente diversificada, incluso or- 
ganizando Dara determinados servicios 
formas de Restión y de gobierno que 
garanticen el carácter y el control de 
clase* (p. 76). 

No cabe hacer mención aquí a los 
valores numéricos concretos que el D.M. 
1444 asigna a los estándares o paráme- 
tros de relación entre espacios residen- 
ciales y productivos y espacios de ser- 
vicios. 

Basta señalar que dichos valores míni- 
mos inciden sobre todos los niveles de 
planeamiento establecidos por la Ley y 
obligan tanto a los nuevos planes como 
a los existentes, en caso de revisión. 

Por supuesto que la publicación del 
D.M. 1444 dejaba sin resolver muchos 
aspectos, creando las condiciones nece- 
sarias, pero no suficientes para la efec- 
tiva producción de los servicios, aun in- 
cluso de los «mínimos» estipulados. Co- 
mo señala Falco «muchos planes gene- 
rales tienen provisiones de estándares 
adecuados a las disposiciones de la legis- 
lación nacional o incluso regional, que 
en muchos casos la ha superado; muchos 
planes prevén áreas para los servicios 
que superan los 35,5 m.'/habitante, esti- 
pulados por la Ley; pero ninguno, con 
seguridad, logra en la práctica las can- 
tidades de suelo destinado a usos pú- 
blicos, sobre los cuales se hayan, de 
hecho, construido las escuelas, los asilos, 
los hospitales, las áreas verdes y los par- 
ques previstos por el plan. Los estándares 
efectivos, las áreas de servicios realmente 
producidos son, en el meior de los casos, 
( ~ ~ o c o s ! )  en torno a la unidad de m2/ha- 
bitante» (p. 18). 

La ausencia de suelo público, la debi- 
lidad de las haciendas municipales y la 
incapacidad financiera, en general, del 
sector público, son problemas que esca- 
pan a la normativa establecida por el 
D.M. 1444. 

Por lo que respecta al primer proble- 
ma, la Ley núm. 865 del 22 de octubre 
de 197 1, regula los mecanismos de expro- 
piación reduciendo los costos económicos 
y administrativos para la obtención de 
suelo público. 

Mucho más relevante en cuanto al pro- 
blema de la producción efectiva de los 
servicios públicos es la Ley núm. 10 
del 28 de enero de 1977. Falco destaca 
dos elementos de esta Ley. El primero, 
tendente a resolver el problema de la 
financiación de la infraestructura y ser- 
vicios. condiciona la concesión de permi- 
sos al pago por parte del promotor de 
una cuota destinada a sufragar en parte 
los costes de urbanización y en parte el 
coste de la realización de los servicios 
(su cuota representa entre el 5 % y el 
20 % del costo de construcción). El se- ' 

gundo, es el establecimiento de los Pro- 
gramas Plurianuales (3-5 años) de 4 c -  
tuación como instrumento operativo de 
programación y gestión del planeamiento 
local. Entre otras funciones,-los- Prggra- 
mas Plurianuales deben determinar -la 
proporción de los servicios previstos por 
el plan, que ha de ser razonable y efecti- 
vamente producidos en el período de 
vigencia del Programa, en función de los 
recursos públicos y privados disponibles 
previstos por el Programa. 

Una gestión de este tipo flexibiliza 
enormemente el problema de la produc- 
ción de áreas para servicios, desvincu- 

lando de los planes generales los aspectos 
más específicos relativos tanto a la zoni- 
ficación como a la fijación de estándares. 
A la larga, como señala Falco, «el pro- 
blema de los estándares urbanísticos de- 
iará de ser el de la definición de las 
cantidades mínimas que han de ser ga- 
rantizadas en cada «diseño del plan» y 
pasará a ser el de la definición de 
niveles medios de prestaciones compren- 
sivas de servicios en las distintas partes 
de la ciudad» (p. 97). 

Uno de los aspectos más interesantes 
de la obra de Falco es el análisis dife- 
rencial del proceso y los modos de apli- 
cación de la normativa de los estándares 
por parte de las regiones, tanto por lo 
Que se refiere al D.M. 1444 como a 1. " 
experiencia de elaboración de Programas 
Plurianuales de Actuación. 

Su conclusión es que, en general, las 
regiones han tendido a través de su propia 
normativa a elevar las cantidades míni- 
mas destinadas a servicios, establecidas 
a nivel estatal, aunque en muchos casos 
ello no se iustifique en función de una 
disponibilidad de recursos financieros 
que garanticen su efectivo cumplimiento. 
En ~enera l ,  las regiones se han limitado 
a corregir ciertos aspectos del D.M. 1444, 
sin llegar a cuestionarse el hecho mismo 
de la definición de estándares, su signi- 
ficado o su eficacia real, no haciéndose 
eco en la mayoría de los casos de muchas 
de las propuestas y alternativas expre- 
sadas desde la base por las distintas 
fuerzas populares y sindicales. 

Más relevantes son los resultados deri- 
vados de la aplicación de la Ley 10 del 28 
de enero de 1977, en lo que respecta 
a la formulación de los Programas Plu- 
rianuales de Actuación en la normativa 
de las distintas regiones. 

Se observa, en general, a través de 
su análisis, una reafirmación de los dere- 
chos colectivos frente a los intereses 
particulares y un fortalecimiento del pa- 
pel que los entes locales deben de desem- 
peñar en la defensa de estos derechos 
y en la programación territorial, 

Es interesante señalar la correlación 
que existe entre el grado de desarrollo 
económico de las regiones y el grado 
de concreción y coherencia en la norma- 
tiva relativa a la elaboración de planes 
plurianuales. 

En las regiones septentrionales, con 
formaciones capitalistas más avanzadas, 
donde el sector de la construcción tiene, 
en términos relativos, menor importancia 
y donde el interés en trasvasar al sector 
público la mayor porción posible de los 
costes de reproducción de la fuerza de 
trabaio tiene mayor importancia, incluso, 
que la presión de los intereses del sector 
inmobiliario, se produce una más rigu- 
rosa correspondencia entre los programas 
normativos de la dotación de servicios y 
las posibilidades reales de financiación 
y ejecución de tales servicios. Las garan- 
tías que en este sentido se otorga a los 
gobiernos municipales son mucho más 
fuertes en las regiones del Norte (Lom- 
bardía, Veneto, Emilia Romagna) que 
en el Sur (Campania y Calabria, por 
e,jemplo). 

El grado de participación pública per- 
mitido por las distintas regiones cara a la 
elaboración de programas plurianuales 
también refleja esta diferencia, siendo 
superior en aquellas áreas más industria- 
lizadas, donde existe una mayor tradi- 
ción de movilización y una mayor capa- 
cidad de respuesta por parte de las orga- 
nizaciones ciudadanas y sindicales. 

El libro de Falco se cierra con un capi- 
tulo dedicado a exponer algunas conclu- 
siones y recomendaciones derivadas del 
análisis del proceso de aplicación de los 
estándares y dirigidos a orientar las de- 
cisiones futuras de los entes locales. 

Cabe destacar los siguientes: 
1) Las variaciones en torno a los 

estándares mínimos establecidos por la 
Ley deben utilizarse en combinación con 
otros mecanismos (variaciones en el di- 
seño arquitectónico, en la organización 
física, en los sistemas de uso de las dota- 
ciones.. .) para responder adecuadamente 
a los requerimientos específicos deriva- 
dos de las distintas subáreas y grupos SO- 
ciales. 

2) Los estándares mínimos deben de 
ser diferenciados y especificados en fun- 
ción de las diversas condiciones geográ- 
ficas, ambientales y económicas que afec- 
tan al territorio. 

3) Los estándares deben de reflejar 
la segregación social del espacio. 

4) En la definición y aplicación de 
estándares debe de tenerse en cuenta sus 
efectos sobre los mecanismos de forma- 
ción de la renta del suelo y sobre el com- 
portamiento de los distintos agentes que 
operan en el sector inmobiliario. 
5) La problemática de los estándares 

está directamente en relación con los 
momentos espontáneos y organizados de 
participación ciudadana. 

6) Los estándares cumplen una doble 
función merced a los distintos agentes 
a los que se dirigen. Por una parte, refle- 
jan parámetros mínimos de superficie, 
accesibilidad, volumen y relación con 
otros servicios, que deben ser tenidos 
en cuenta por ,los promotores particula- 
res cara a cualquier transformación o 
intervención territorial. Por otra parte, de 
los estándares se derivan también nive- 
les medios de prestación, cuya garantía 
corresponde a los gobiernos locales, los 
cuales deben de adecuar, en una dimen- 
sión geográfica y temporal, tales niveles 
tanto a las necesidades colectivas como 
al volumen de recursos disponibles. - 

Creemos que estas conclusiones refle- 
ian por sí mismas la riqueza potencial de 
defifiición y aplicaciónade un instrumen- 
to de planeamiento que, pese a poseer 
aún en la actualidad un carácter insusti- 
tuible cara a la provisión de equipa- 
miento, no ha sido, sin embargo, utili- 
zado en toda su potencial eficacia. 

La obra que comentamos incluye, a 
modo de apéndice, el texto completo de 
las principales normas legales, tanto na- 
cionales como regionales, relativas al 
tema de los estándares. 

losefa Ríos Ivars. 

La enseñanza: 
Ideología, ciencia y 
función pública 

Durante el siglo XIX, y paralela- 
mente al proceso de formación como 
naciones y como Estados que experimen- 
taron los diversos pueblos europeos, se 
sientan las normas iurídicas y académicas 
para que la institución escolar se implan- 
te como aparato ideológico dominante, 
que en nuestro país cristaliza en la Ley 
Moyano de 1875, en la que se reconoce 
la existencia de dos tipos de educación 
(pública y privada), estableciendo tres 
niveles de enseñanza (primera. segunda 
y superior) y se declara la primera ense- 
ñanza elemental obligatoria para todos 
los españoles (art. 7.9, la cual se ofrecía 
gratuitamente en las escuelas públicas 
a los niños, cuyos padres no pudiesen 
pagarla (art. 9."). No hay que olvidar, 
que en estas mismas fechas se está des- 
amortizando, se está desvinculando. se 
construye un mercado nacional, se afian- 
za la burguesía, se proletarizan, en fin, 
ingentes masas de población. Es decir, 
se intenta la instauración de un régimen 
capitalista en el que la importancia ideo- 
lógica de la institución educativa apare- 
cerá como una constante, siendo asumida 
como reivindicación por los sectores de- 
mocráticos del liberalismo español, pro- 
gresistas, republicanos, institucionalis- 
tas ... que en cada intento frustrado de 
nuestra revolución burguesa, plantean 
como prioritaria la necesidad de uexten- 
der la revolución a la institución de la 
enseñanza*. . . Así, «la estatalización de 
la enseñanza, se dirige al aumento y lus- 
tre de todas las clases, en general, y, en 
particular, de las industriales y produc- 
toras». Era evidente como afirman (Pe- 
set, Garma y Sisinio) que la burguesía 
española realiza SU revolución en nom- 
bre de toda la sociedad. 

En general., podemos decir que es a 
partir del siglo XIX, cuando la necesidad 
de los diversos paises de adaptarse a las 
consecuencias políticas y económicas de 
la industrialización determinó que se 
empezara a considerar el desarrollo y ex- 
tensión de la educación como factor 
decisivo para el cambio. Pero en el caso 
de nuestro país, el proceso de implan- 
tación de las estructuras escolares fue 
contradictorio, como lo fue el correspon- 
diente proceso revolucionario de la bur- 
guesía española. El sistema educativo se 

«La enseiianza en Madrid: Análisis 
de una función urbana* (1) 

Ana Olivera Poli 
Instituto de Estudios Madrileños. 
Madrid, 1978. 419 págs. 
«Ciencia y enseñanza en la revolución 

burguesa* (2) 
1. L. Peset. S. Garma. 1. S. Pérez 

Garzón 
Sido XXI de España Editores. 
~ a d r i d ,  1977. 243 págs. 
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establece así con dos modalidades esen- 
ciales de enseñanza: una de carácter 
básico, dirigida a la generalidad de la 
población y otra de tipo elitista, que per- 
mitiría completar la enseñanza secun- 
daria y cursar estudios en las Univer- 
sidades. Las escuelas serían así un 
instrumento imprescindible de selección 
social y de reparto de posiciones so- . .-- ciaies. 

El siguiente momento histórico, en el 
que la educación, como servicio público 
garantizado por el Estado, se transforma 
en la institución ideológica capaz de 
asumir y transmitir los nuevos valores 
de una radical transformación social. 
será el período de 1931 a 1939, especial- 
mente en los tres últimos años. en los 
que si «la guerra absorbía la mayor parte 
de los recursos de la República. no im- 
pedía a ésta conceder su atención a la 
instrucción pública en un grado descono- 
cido hasta entonces. En 1937, dedicará 
ciento cuarenta y tres millones de pese- 
tas a este concepto, contra solamente tres 
millones en 1936 ... En 1937. se abrieron 
cerca de 1.000 escuelas nuevas; el país 
contaba con 60.000 maestros. sólo en el 
territorio republicano, contra 37.000 en 
toda España en 193 1. El mismo año, más 
de 200.000 milicianos analfabetos apren- 
dieron cito* (Hugh a leer Thomas). en 2.000 cursos del ejér- 

La situación de la enseñanza, de la 
educación y de la cultura popular en 
esta época, plasmada en las Ordenanzas 
del Ministerio de Instrucción Pública. 
en la experiencia del Consell de 1'Escola 
Nova Unificada. creada por la Generali- 
tat de Cataluña y todos los intentos de 
educación libertaria colectiva que surgie- 
ron al margen de los circuitos guberna- 
mentales, aparecen como un nuevo in- 
tento (quizás el más ambicioso de su 
época). que se verá frustrado tras la 
derrota republicana de 1939. 

El largo período posterior, que no fina- 
lizará hasta los años 70, marcará una 
nueva etapa, en la que la educación será 
nuevamente utilizada por el Estado (en 
colaboración con la Iglesia). como punto 
de apoyo y cobertura ideológica de SU 
muevo orden* social. 

El libro de Ana Olivera «La enseñanza 
en Madrid: análisis de una función ur- 
bana*, aparece como un texto que nos 
permite, a la vez. hacer un balance ex- 
haustivo del papel que ha desempeñado 
la política educativa durante el fran- 
quismo, y analizar el desarrollo de la 
función educativa en relación con la es- 

uLa educación en la España 
revolucionaria Ramón SafÓn (19361939)~ (3) 

Ediciones La Piqueta. 
Madrid. 1978. 183 págs: 
~Poiítica, igualdad social y 

educación* (4)  
Textos de sociología de la educaci6n 

a cargo de G. Gómez Orfanell (M.E.C.1 
Libros de bolsillo. Revista de Edu- 
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hasta la publicación del D.M. 1444, don- 
de se cuantifican y establecen finalmen- 
te, de acuerdo con el mismo título del 
Decreto, dimites inderogables de densi- 
dad edilicia, de altura, de distancia entre 
edificios y relaciones máximas entre espa- 
cios dedicados a los asentamientos resi- 
denciales y productivos y espacios pú- 
blicos reservados a actividades colectivas, 
a espacios verdes públicos y a parques, 
que deben ser observados cara a la for- 
mación de nuevos instrumentos urbanís- 
ticos o a la revisión de aquéllos exis- 
tentes». 

Los estándares urbanísticos, así esta- 
blecidos, afectan tanto a los planes gene- 
rales como a los distintos tipos de planes 
parciales y especiales. 

En resumen, el contenido del D.M. 
1444 se compone de tres partes: 1) tipi- 
ficación de las áreas territoriales homogé- 
neas a las cuales deberán referirse res- 
pectivamente los puntos 2 y 3; 2) estable- 
cimiento de las relaciones máximas entre 
espacios destinados a actividades resi- 
denciales y productivas y espacios dedi- 
cados a los servicios; 3) establecimiento 
de los límites y obligaciones físicas im- 
puestas a las edificaciones. 

En el capítulo IV de la obra de Falco 
se enjuicia y se evalúa con detalle el 
contenido de las dos primeras partes del 
Decreto. 

Por lo que se refiere a la definición 
de los siete tipos de zonas homogéneas ' 

que establece la Ley, la principal crítica 
se refiere al carácter esquemático y es- 
tructuralmente poco riguroso de los cri- 
terios utilizados. De ello se deriva una 
taxonomía estática y poco flexible, inca- 
paz de recoger la ,variedad de situaciones 
realqs. En su opinión, una forma de co- 
rregir esta definición abstracta e irreal 
de las zonas homogéneas sería el recono- 
cer a las regiones la capacidad legal de 
definir sus propias zonas y una mayor 
participación de las administraciones 
locales  de los ciudadanos, a travzs de 
sus organizaciones de base, en la indivi- 
dualización de las mismas, en función de 
su conocimiento más próximo d e  la rea- 
lidad. 

Por otra parte, la definición de zonas 
homogéneas debe alejarse del concepto 
tradicional de zonificación funcional pa- 
ra aproximarse más al concepto de segre- 
gación social del espacio, individualizan- 
do las zonas en base a criterios de homo- 
geneidad de clase. 

Un tratamiento de este tipo rpermitiría 
ligar estrechamente el problema de la 
definición de estándares urbanísticos (y 
no sólo en término de áreas para servi- 
cios comunitarios. sino también respecto 
a niveles de prestación de estos servicios) 
a las necesidades de la población y, por 
tanto, responder a las necesidades mate- 
riales expresadas por las distintas clases 
sociales con un ~restación de servicios ~ . - -  - 

adecuadamente diversificada, incluso or- 
nanizando Dara determinados servicios 
'iormas de e s t i 6 n  y de gobierno que 
garanticen el carácter y el control de 
clase* (p. 76). 

No cabe hacer mención aquí a los 
valores numéricos concretos que el D.M. 
1444 asigna a los estándares o paráme- 
tros de relación entre espacios residen- 
ciales y productivos y espacios de ser- 
vicios. 

Basta señalar que dichos valores míni- 
mos inciden sobre todos los niveles de 
planeamiento establecidos por la Ley y 
obligan tanto a los nuevos planes como 
a los existentes, en caso de revisión. 

Por supuesto que la publicación del 
D.M. 1444 dejaba sin resolver muchos 
aspectos, creando las condiciones nece- 
sarias, pero no suficientes para la efec- 
tiva producción de los servicios, aun in- 
cluso de los «mínimos» estipulados. Co- 
mo señala Falco «muchos planes gene- 
rales tienen provisiones de estándares 
adecuados a las disposiciones de la legis- 
lación nacional o incluso regional, que 
en muchos casos la ha superado; muchos 
planes prevén áreas para los servicios 
que superan los 35,5 m.'/habitante, esti- 
pulados por la Ley; pero ninguno, con 
seguridad, logra en la práctica las can- 
tidades de suelo destinado a usos pú- 
blicos, sobre los cuales se hayan, de 
hecho, construido las escuelas, los asilos, 
los hospitales, las áreas verdes y los par- 
ques previstos por el plan. Los estándares 
efectivos, las áreas de servicios realmente 
producidos son, en el mejor de los casos, 
(~~ocos! )  en torno a la unidad de m2/ha- 
bitante» (p. 18). 

La ausencia de suelo público, la debi- 
lidad de las haciendas municipales y la 
incapacidad financiera, en general, del 
sector público, son problemas que esca- 
pan a la normativa establecida por el 
D.M. 1444. 

Por lo que respecta al primer proble- 
ma, la Ley núm. 865 del 22 de octubre 
de 1971, regula los mecanismos de expro- 
piación reduciendo los costos económicos 
y administrativos para la obtención de 
suelo público. 

Mucho más relevante en cuanto al pro- 
blema de la producción efectiva de los 
servicios públicos es la Ley núm. 10 
del 28 de enero de 1977. Falco destaca 
dos elementos de esta Ley. El primero, 
tendente a resolver el problema de la 
financiación de la infraestructura y ser- 
vicios, condiciona la concesión de permi- 
sos al pago por parte del promotor de 
una cuota, destinada a sufragar en parte 
los costes de urbanización y en parte el 
coste de la realización de los servicios 
(su cuota representa entre el 5 % y el 
20 % del costo de construcción). El se- ' 

gundo, es el establecimiento de los Pro- 
gramas Plurianuales (3-5 años) de &- 
tuación como instrumento operativo de 
programación y gestión del planeamiento 
local. Entre otras funciones, -10s- Progra- 
mas Plurianuales deben determinar -la 
proporción de los servicios previstos por 
el plan, que ha de ser razonable y efecti- 
vamente producidos en el período de 
vigencia del Programa, en función de los 
recursos públicos y privados disponibles 
previstos por el Programa. 

Una gestión de este tipo flexibiliza 
enormemente el problema de la produc- 
ción de áreas para servicios, desvincu- 

lando de los planes generales los aspectos 
más específicos relativos tanto a la zoni- 
ficación como a la fiiación de estándares. 
A la larga, como señala Falco, «el pro- 
blema de los estándares urbanísticos de- 
iará de ser el de la definición de las 
cantidades mínimas que han de ser ga- 
rantizadas en cada «diseño del plan» y 
pasará a ser el de la definición de 
niveles medios de prestaciones compren- 
sivas de servicios en las distintas partes 
de la ciudad» (p. 97). 

Uno de los aspectos más interesantes 
de la obra de Falco es el análisis dife- 
rencial del proceso y los modos de apli- 
cación de la normativa de los estándares 
por parte de las regiones, tanto por lo 
que se refiere al D.M. 1444 como a la 
experiencia de elaboración de Programas 
Plurianuales de Actuación. 

Su conclusión es que, en general, las 
regiones han tendido a través de su propia 
normativa a elevar las cantidades míni- 
mas destinadas a servicios, establecidas 
a nivel estatal, aunque en muchos casos 
ello no se iustifique en función de una 
disponibilidad de recursos financieros 
que garanticen su efectivo cumplimiento. 
En general, las regiones se han limitado 
a corregir ciertos aspectos del D.M. 1444, 
sin llegar a cuestionarse el hecho mismo 
de la definición de estándares, su signi- 
ficado o su eficacia real, no haciéndose 
eco en la mayoría de los casos de muchas 
de las propuestas y alternativas expre- 
sadas desde la base por las distintas 
fuerzas populares y sindicales. 

Más relevantes son los resultados deri- 
vados de la aplicación de la Ley 10 del 28 
de enero de 1977, en lo que respecta 
a la formulación de los Programas Plu- 
rianuales de Actuación en la normativa 
de las distintas regiones. 

Se observa, en general, a través de 
su análisis. una reafirmación de los dere- 
chos colectivos frente a los intereses 
particulares y un fortalecimiento del pa- 
pel que los entes locales deben de desem- 
peñar en la defensa de estos derechos 
y en la programación territorial, 

Es interesante señalar la correlación 
que existe entre el grado de desarrollo 
económico de las regiones y el grado 
de concreción y coherencia en la norma- 
tiva relativa a la elaboración de planes 
plurianuales. 

En las regiones septentrionales, con 
formaciones capitalistas más avanzadas, 
donde el sector de la construcción tiene, 
en términos relativos, menor importancia 
y donde el interés en trasvasar al sector 
público la mayor porción posible de los 
costes de reproducción de la fuerza de 
trabaio tiene mayor importancia, incluso, 
que la presióp de los intereses del sector 
inmobiliario, se pfoduce una más rigu- 
rosa correspondencia entre los programas 
normativos de la dotación de servicios y 
las posibilidades reales de financiación 
y ejecución de tales servicios. Las garan- 
tías que en este sentido se otorga a los 
gobiernos municipales son mucho más * 
fuertes en las regiones del Norte (Lom- 
bardia, Veneto, Emilia Romagna) que 
en el Sur (Campania y Calabria, por 
ejemplo). 

El grado de participación pública per- 
mitido por las distintas regiones cara a la 
elaboración de programas plurianuales 
también refleja esta diferencia, siendo 
superior en aquellas áreas más industria- 
lizadas, donde existe una mayor tradi- 
ción de movilización y una mayor capa- 
cidad de respuesta por parte de las orga- 
nizaciones ciudadanas y sindicales. 

El libro de Falco se cierra con un capí- 
tulo dedicado a exponer algunas conclu- 
siones y recomendaciones derivadas del 
análisis del proceso de aplicación de los 
estándares y dirigidos a orientar las de- 
cisiones futuras de los entes locales. 

Cabe destacar los siguientes: 
1) Las variaciones en torno a los 

estándares mínimos establecidos por la 
Ley deben utilizarse en combinación con 
otros mecanismos (variaciones en. el di- 
seño arquitectónico, en la organización 
física, en los sistemas de uso de las dota- 
ciones.. .) para responder adecuadamente 
a los requerimientos específicos deriva- 
dos de las distintas subáreas y grupos so- 
ciales. 

2) Los estándares mínimos deben de 
ser diferenciados y especificados en fun- 
ción de las diversas condiciones geográ- 
ficas, ambientales y económicas que afec- 
tan al territorio. 

3) Los estándares deben de reflejar 
la segregación social del espacio. 

4) En la definición y aplicación de 
estándares debe de tenerse en cuenta sus 
efectos sobre los mecanismos de forma- 
ción de la renta del suelo y sobre el com- 
portamiento de los distintos agentes que 
operan en el sector inmobiliario. 

5) La problemática de los estándares 
está directamente en relación con los 
momentos espontáneos y organizados de 
participación ciudadana. 
6) Los estándares cumplen una doble 

función merced a los distintos agentes 
a los que se dirigen. Por una parte, refle- 
jan parámetros mínimos de superficie, 
accesibilidad, volumen y relación con 
otros servicios, que deben ser tenidos 
en cuenta por ,los promotores particula- 
res cara a cualquier transformación o 
intervención territorial. Por otra parte, de 
los estándares se derivan también nive- 
les medios de prestación, cuya garantía 
corresponde a los gobiernos locales, los 
cuales deben de adecuar, en una dimen- 
sión geográfica y temporal, tales niveles 
tanto a las necesidades colectivas como 
al volumen de recursos disponibles. 

Creemos que estas conclusiones refle- 
ian aor sí mismas la riqueza potencial de 
defiiición y aplicación-de un instrumen- 
to de planeamiento que, pese a poseer 
aún en la actualidad un carácter insusti- 
tuible cara a la provisión de equipa- 
miento. no ha sido, sin embargo, utili- 
zado en toda su potencial eficacia. 

La obra que comentamos incluye, a 
modo de apéndice, el texto completo de 
las principales normas legales, tanto na- 
cionales como regionales, relativas al 
tema de los estándares. 

losefa Rios lvars. 

La enseñanza: 
Ideología, ciencia y 
función pública 

Durante el siglo XIX, y paralela- 
mente al proceso de  formación como 
naciones y como Estados que experimen- 
taron los diversos pueblos europeos, se 
sientan las normas jurídicas y académicas 
para que la institución escolar se implan- 
te como aparato ideológico dominante, 
que en nuestro país cristaliza en la Ley 
Moyano de 1875, en la que se reconoce 
la existencia de dos tipos de educación 
(pública y privada), estableciendo tres 
niveles de enseñanza (primera, segunda 
y superior) y se declara la primera ense- 
ñanza elemental obligatoria para todos 
los españoles (art. 7.9, la cual se ofrecía 
gratuitamente en las escuelas públicas 
a los niños, cuyos padres no pudiesen 
pagarla (art. 9.9. No hay que olvidar, 
que en estas mismas fechas se está des- 
amortizando, se está desvinculando, se 
construye un mercado nacional, se afian- 
za la burguesía, se proletarizan, en fin, 
ingentes masas de población. Es decir, 
se intenta la instauración de un régimen 
capitalista en el que la importancia ideo- 
lógica de la institución educativa apare- 
cerá como una constante, siendo asumida 
como reivindicación por los sectores de- 
mocráticos del liberalismo español, pro- 
gresistas. republicanos, institucionalis- 
tas ... que en cada intento frustrado de 
nuestra revolución burguesa, plantean 
como prioritaria la necesidad de rexten- 
der la revolución a la institución de la 
enseñanza». . . Así, d a  estatalización de 
la enseñanza, se dirige al aumento y lus- 
tre de todas las clases, en general, y, en 
particular, de las industriales y produc- 
toras*. Era evidente como afirman (Pe- 
set, Garma y Sisinio) que la burguesía 
española realiza SU revolución en nom- 
bre de toda la sociedad. 

En general., podemos decir que es a 
partir del siglo XIX, cuando la necesidad 
de los diversos países de adaptarse a las 
consecuencias políticas y económicas de 
la industrialización determinó que se 
empezara a considerar el desarrollo y ex- 
tensión de la educación como factor 
decisivo para el cambio. Pero en el caso 
de nuestro país, el proceso de implan- 
tación de las estructuras escolares fue 
contradictorio, como lo fue el correspon- 
diente proceso revolucionario de la bur- 
guesía española. El sistema educativo se 

«La enseñanza en Madrid: Análisis 
de una función urbana, (1) 

Ana Olivera Poli 
Instituto de Estudios Madrileños. 
Madrid, 1978. 419 págs. 
«Ciencia y enseñanza en la revolución 

burguesa» (2) 
1. L. Peset. S. Garma. T. S. Pérez 
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Madrid, 1977. 245 págs. 

Bibliografía 

establece así con dos modalidades esen- 
ciales de enseñanza: una de carácter 
básico, dirigida a la generalidad de la 
población y otra de tipo elitista, que per- 
mitiría completar la enseñanza secun- 
daria y cursar estudios en las Univer- 
sidades. Las escuelas serían así un 
instrumento imprescindible de selección 
social y de reparto de posiciones so- 
ciales. 

El siguiente momento histórico, en el 
que la educación, como servicio público 
garantizado por el Estado, se transforma 
en la institución ideológica capaz de 
asumir y transmitir los nuevos valores 
de una radical transformación social. 
será el período de 1931 a 1939, especial- 
mente en los tres últimos años, en los 
que si «la guerra absorbía la mayor parte 
de los recursos de la República, no im- 
pedía a ésta conceder su atención a la 
instrucción pública en un grado descono- 
cido hasta entonces. En 1937. dedicará 
ciento cuarenta y tres millones de pese- 
tas a este concepto, contra solamente tres 
millones en 1936 ... En 1937, se abrieron 
cerca de 1.000 escuelas nuevas; el país 
contaba con 60.000 maestros, s610 en el 
territorio republicano, contra 37.000 en 
toda España en 1931. El mismo año. más 
de 200.000 milicianos analfabetos apren- 
dieron a leer en 2.000 cursos del ejér- 
cito* (Hugh Thomas). 

La situación de la enseñanza, de la 
educación y de la cultura popular en 
esta época, plasmada en las Ordenanzas 
del Ministerio de Instrucción Pública, 
en la experiencia del Consell de I'Escola 
Nova Unificada. creada por la Generali- 
tat de Cataluña y todos los intentos de 
educación libertaria colectiva que surgie- 
ron al margen de los circuitos guberna- 
mentales, aparecen como un nuevo in- 
tento (quizás el más ambicioso de su 
época), que se verá frustrado tras la 
derrota republicana de 1939. 

El largo período posterior, que no fina- 
lizará hasta los años 70. marcará una 
nueva etapa, en la que la educación será 
nuevamente utilizada por el Estado (en 
colaboración con la Iglesia), como punto 
de apoyo y cobertura ideológica de su 
«nuevo orden* social. 

El libro de Ana Olivera «La enseñanza 
en Madrid: análisis de una función ur- 
b a n a ~ ,  aparece como un texto que nos 
permite, a la vez, hacer un balance ex- 
haustivo del papel que ha desempeñado 
la política educativa durante el fran- 
quismo, y analizar el desarrollo de la 
función educativa en relación con la es- 
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tructura urbana y sus repercusiones en 
el resto de la actividad de la ciudad. 
Análisis, este último, que adquiere una 
importancia relevante, por tratarse de 
la ciudad capital que jugará un papel 
simbólico fundamental en la estructura- 
ción territorial del «nuevo Ehtadou. 

La función urbana de la enseñanza 
es analizada en el texto desde dos pers- 
pectivas muy diferenciadas: La función - interna local (Enseñanza General Básica, 
BUP y Centros de Formación Profesio- 
nal) y la función externa, centrada en la 
Universidad. 

Comienza el libro con un capítulo de 
introducción sobre «Metodología y fuen- 
tes* al que se añade un apéndice 'deta- 
llado en el que se analizan: la población 
activa de Madrid, la renta y los indica- 
dores socio-económicos de la población, 
así como la descripción del sistema edu- 
cativo es~añol .  la situación legal actual 
de los esiándares de equipamiento esco- 
lar v la descripción detallada del marco 
de análisis (d'istritos censales de 1970) 
con numerosos planos que permited al 
lector orientarse tanto sobre la normativa 
legal, como sobre la demografía y la es- 
tructura urbana del ámbito de análisis. 
De todo ello se deduce. inmediatamente. 
la relación entre las variables renta-nwel 
de estudios y una visión global de la 
demanda de la enseñanza por zonas den- 
tro de la ciudad. 

Los dos capítulos centrales antes men- 
cionados, sobre la función interna y la 
función externa de la enskñanza, nos 
parecen un ejemplo perfecto de análisis 
funcional de un sistema urbano y consti- 
tuyen la parte fundamental del libro. 

Como capítulo final, se añade un estu- 
dio sobre el, «Impacto de la enseñanza 
en la ciudad», en el que la función eau- 
cativa aparece como factor desencade- 
nante de toda una serie de funciones 
urbanas dependientes de ella, así como 
causa de un porcentaje elevado de la 
niofrilidad urbana. Todo ello confirma, 
una vez más, la importancia de los equi- 
pamientos e~colares d e n t r ~  de los estu- 
dios de  planificación urbana. 

Si la distribución espacial de la po- 
blación urbana traduce las desigualdades, 
sociales en la ciudad, y si ello se refleja 
principalmente en la localización de los 
equipamientos, es el equipamiento esco- 
lar (por su relación con las políticas de 
«igualdad de oportunidades». su función 
d e  transmisor ideológico del «sistema» y 
sus implicaciones en la transformación 
de la estructura social a largo 
el principal de todos ellos, y el que nos 
dará de una forma más clara la medida 
de la segregación social en el espacio. 
«Los análisis de los mecanismos especí- 
ficamente académicos con arreglo a los 
cuales se efectúa la distribución entre las 
diferentes instituciones, permiten com- 
prender una de las formas más sutiles 

-- de la «astucia de la igualdad social*, 
según la cual el sistema académico tra- 
baia objetivamente a favor de la repro- 
ducción de la estructura de relaciones 
entre las fracciones de la clase domi- 
nante». y esta afirmación de Pierre 
Bourdieu. tras su análisis del sistema 

académico europeo, se constata en el 
trabajo de Ana Olivera de una forma 
tajante a través del análisis espacial de 
la enseñanza en Madrid. 

La desigualdad de oportunidades en el 
acceso femenino a la educación, la im- 
portancia de la enseñanza religiosa, la 
diferencia de precios según las zonas, 
el papel desequilibrador de las subven- 
ciones estatales en favor de unos grupos 
determinados.. . todo ello aparece refle- 
jado en su dimensión espacial dentro de 
la ciudad. 

El libro constituye el trabajo de tesis 
doctoral de la autora, realizado bajo la 
dirección de D. Manuel de Terán, y que 
ha obtenido el premio extraordinarjo del 
pasado año académico. Con él, la preo- 
cupación por el análisis de la enseñanza 
que en este momento de cambio ha 
adquirido una especial importancia y que 
se refleia en las numerosas publicaciones 
sobre el tema que han aparecido en 
estos Últimos meses en nuestro país, se 
ve completada con un nuevo enfoque, el 
análisis geográfico de la enseñanza en 
la ciudad. ' 

Carmen Gavira, 

En el número anterior de la 
Revista se omitió, por un 
error &e lamentamos, en la 
Sección de Bibliografía, la 
indicación de los datos de 
edición y nombre del autor 
de la recensión del libro «Pla- 
neamiento Urbano en la Es- 
paña Contemporánea. Histo- 
ria de un Proceso Imposible)), 
de D. Fernando de Terán. El 
autor de dicha recensión es D. 
José Luis González-Berenguer 
y Urrutia y el libro recensiona- 
do ha sido editado por la Edi- 
torial Gustava Gili, en el año 
1978. 
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